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Hace dos meses, el pasado 4 de julio, el  sicario profesional Luis Fernando Soto Zapata murió en Cali tras un enfrentamiento con policías que lo perseguían, luego de haber asaltado y abaleado a un  comerciante, el señor  Rubén Darío Andrade, quien falleció poco después.

Soto Zapata fue el mismo sujeto que en enero de 2002 asesinó, frente a su periódico y en presencia de su hija, al subdirector de “La Patria” de Manizales, Orlando Sierra. Capturado en flagrancia, Soto fue condenado en mayo de ese año a 19 años y 6 meses de prisión. ¿Qué hacía solo 67 meses después Soto en la calle, nuevamente delinquiendo y matando? Este tenebroso criminal murió sin pagar por el crimen de Orlando Sierra. Murió cometiendo otro delito.

Es un hecho perturbador, que obliga a preguntarse cómo está operando y qué efectos está logrando el sistema vigente de  beneficios y rebajas de penas que otorga la ley. Y este es precisamente el tema del que se ocupa el estudio realizado por Rodrigo Uprimny y Guillermo Puyana, que hoy discutiremos.

Sin duda, uno de los más graves problemas para el ejercicio del periodismo –si no el más grave– es el de la impunidad en que quedan los crímenes contra periodistas, que se convierte en un factor que alimenta la violencia contra los mismos.  

La Unidad de Respuesta Rápida de la SIP ha investigado detenidamente los asesinatos de periodistas ocurridos en nuestro país en los últimos trece años (entre 1993 y 2007)  y encontró un total de 125 homicidios.

57 periodistas fueron asesinados por razones de su ejercicio profesional; en 21 casos aún está por establecerse los móviles y los 47 restantes fueron periodistas asesinados por causas ajenas al oficio.

En los 57 casos de periodistas asesinados por razones del ejercicio profesional, por cumplir con su deber de informar, sólo se han impuesto 16 condenas a autores materiales. A los asesinos a sueldo, a los vulgares gatilleros. Pero en relación con los verdaderos responsables, los que ordenan y contratan, los autores intelectuales, se han proferido tan solo dos condenas, que pueden considerarse como simbólicas, pues se refieren al fallecido jefe paramilitar Carlos Castaño, quien nunca fue capturado ni procesado.

 La impunidad generalizada, sobre todo en lo que atañe a la autoría intelectual,  es un fenómeno tan aberrante como escandaloso. Pero este es tema que tratará más detalladamente Diana Calderón.

Quiero referirme brevemente a los esfuerzos que viene realizando la SIP en su  lucha contra la impunidad. Que son muchos y muy significativos en Colombia y en el resto del Hemisferio.

Aquí, a través de los años, hemos logrado avances como la conformación de una subunidad investigativa dentro de la Unidad de Derechos Humanos de la Fiscalía, que hoy cuenta con un grupo de cuatro fiscales encargados de impulsar 20 investigaciones donde figuran como víctimas los periodistas.

Además del seguimiento permanente que realizamos a los 57 procesos vigentes, a comienzos del año pasado le pedimos al Fiscal General que se incluyera en el marco de las confesiones y versiones libres de los paramilitares desmovilizados, preguntas sobre su participación en los homicidios de periodistas. Esta iniciativa ha arrojado importantes revelaciones. 

Algunos paramilitares han confesado ante fiscales de la Unidad de Justicia y Paz ser los responsables de los asesinatos de cuatro periodistas: Efraín Varela Noriega y Luis Eduardo Alfonso, en Arauca; Martín La Rotta, en la Palma, Cesar y de José Emeterio

Rivas, en Barrancabermeja.







 Un paramilitar desmovilizado del Bloque Catatumbo sostuvo  recientemente en versión libre que un ex subdirector del DAS habría  instigado al jefe paramilitar Carlos Castaño para que asesinara al periodista Jaime Garzón. Días después, otro paramilitar, Ever Veloza, alias HH, dijo en su versión libre que algunos militares también habían estado detrás del crimen.

Y la semana pasada, la Fiscalía ordenó capturar al presidente de la Asamblea de Diputados del Huila, Carlos Augusto Rojas  y pidió a la Procuraduría instaurar una acción de revisión ante la Corte Suprema de Justicia frente a los casos del constructor y exconcejal de Pitalito,  Fernando Bermúdez Ardila y al exalcalde la misma localidad,  Ramiro Falla, por su presunta responsabilidad intelectual en el homicidio del periodista Nelson Carvajal, periodista de Radio Sur, asesinado el 16 de abril de 1998 en Pitalito, Huila.

Este caso, como ya se sabe, fue sometido por la Sociedad Interamericana de Prensa a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), debido a que los recursos judiciales internos no fueron eficaces para identificar a los responsables del crimen. El 11 de noviembre de 2004, la CIDH informó que el caso fue admitido y en agosto de 2005, la SIP aceptó la propuesta de una solución amistosa con el Estado Colombiano “a fin de permitir una resolución pronta y efectiva para la búsqueda de la justicia”.

Luego de tres años de trabajo de la Fiscalía y de estos hechos recientes, existe la esperanza de que la de Nelson Carvajal no será otra muerte impune. La Corte Suprema de Justicia tiene la palabra en este caso, pues deberá resolver la acción de revisión.

En esta batalla contra la impunidad, son muchos los retos que tenemos. El Congreso debe analizar los resultados del estudio que presentamos hoy para estudiar la viabilidad de una reforma al sistema de beneficios penales; las Cortes  fortaleciendo desde su jurisprudencia la libertad de información como uno de los derechos constitucionales más importantes de nuestra democracia; los fiscales, en su rigor investigativo; los jueces, como garantes de que se castigue a los asesinos de periodistas. Y nosotros los periodistas, con un trabajo responsable frente a la importancia de la información en lo que atañe a la actividad judicial. 
 

                                                                      

En el plano internacional, puedo afirmar que fue nuestra institución  –la SIP–  la que instauró el tema de la impunidad en la agenda pública internacional, desde que lanzamos nuestro proyecto de crímenes sin castigo contra periodistas, en 1994.

Siempre hemos procurado humanizar el tema, utilizando casos de carne y hueso para ejemplificar el problema, en lugar de ceñirnos a las estadísticas. Por eso, no es casualidad que este foro judicial se concentre en el emblemático caso de Orlando Sierra. 

Nuestra fortaleza ha radicado siempre en lo que los periodistas podemos hacer bien: investigar. Aportando nuevas evidencias, denunciando irregularidades. Hasta ahora, hemos investigado 85 casos en toda América, 20 de ellos en Colombia. A través de los mismos, hemos creado conciencia, exigido justicia y pedido soluciones a los poderes públicos, como reformas administrativas y legales que condujeron a la creación de fiscalías, programas de protección, jurisdicciones especiales, y al agravamiento de las penas.

Existen hoy  mecanismos supranacionales que fueron adoptados tras resoluciones que sobre el tema ayudamos a confeccionar en la UNESCO, la ONU, la OEA y en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. La  agenda de la UNESCO el año pasado, en la celebración del Día Mundial de la Libertad de Prensa, que se 

celebró en Medellín, estuvo dedicado a este tema de la 

Impunidad. Nuestra prédica se extendió luego a Filipinas y a Rusia, donde se han creado programas inspirados en el nuestro, para contrarrestar la violencia contra los periodistas.

Se trata no solo de crear conciencia, sino también mecanismos judiciales y legales. Por eso creemos en la “alianza” del sistema interamericano de justicia. Cuando comprobamos que los procedimientos judiciales locales se han agotado, presentamos los casos ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Como en el caso de Nelson Carvajal, u otros como los de Gerardo Bedoya, Jairo Elías Márquez, Hernando Rangel, y Carlos Lajud Catalán.

No estamos dispuestos a permitir que la muerte de un periodista sea en vano. Cada uno de ellos, de esos 344 que han sido asesinados en los últimos 20 años en nuestras Américas, ha servido para elaborar estrategias que permitan minimizar la impunidad, y para que los logros en un país puedan ser proyectados  a otros.

En ese sentido, el agravamiento de penas que aquí se estableció en 2001 en el Código Penal, es un tema que estamos proponiendo, con buena acogida,   en México, Brasil y Perú. 

A fines de junio, en un foro que organizamos en México, los representantes del Poder Ejecutivo y del Congreso  se interesaron muchísimo cuando les hablé del sistema de protección de periodistas aquí en Colombia y dijeron que lo implementarían. 

De la misma forma, estamos bregando en México por la federalización de los crímenes contra periodistas, algo que ya se incluyó en la Constitución de Brasil en el 2004; mientras que el Poder Judicial en Perú está analizando la posibilidad de crear una jurisdicción especial para estos delitos, y también estudia incluir normas sobre agravamiento de penas y plazos mayores de prescripción.

Más allá de la investigación, también estamos comprometidos con la prevención de la violencia. Creemos que si bien la mayoría de s periodistas son asesinados por represalias a su labor u opiniones, muchos también caen porque no toman las precauciones necesarias, o no hacen bien su trabajo. Desde el 2000, hemos entrenado a más de mil periodistas latinoamericanos.

No quiero terminar sin destacar nuestra la campaña de educación pública que realizamos a través de 450 periódicos del Continente que periódicamente publican avisos invitando a la ciudadanía  a sumarse a cartas que son enviadas a los gobiernos reclamando  justicia para los colegas caídos. .

Finalmente sería bueno que este foro asumiera el espíritu de la  conferencia hemisférica contra la impunidad que organizó la SIP  el año pasado en República Dominicana. Allí  24 magistrados de cortes supremas de las Américas subrayaron la necesidad de “motivar reformas legales que permitan con mayor eficacia someter a juicio y sentenciar a los responsables de atentar contra la libertad de expresión”. 

 Estamos comprometidos con que este propósito sea, cada vez más, una realidad.
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